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Resumen. 
Este trabajo estudia la efectividad de las restricciones legales al 

endeudamiento de las administraciones públicas, considerando los 

mecanismos de coordinación aplicables en el contexto de una hacienda 

descentralizada. Para ello, en un primer apartado, se realiza una revisión de los 

argumentos que justifican la adopción de políticas de coordinación del 

endeudamiento de los diferentes niveles de gobierno. En una segunda sección 

se describen los mecanismos aplicados hasta el momento en España, desde 

los previstos en la Ley Orgánica de Financiación de las Comunidades 

Autónomas (LOFCA) de 1980, hasta la Ley General de Estabilidad 

Presupuestaria de 2001,  poniendo especial énfasis en los Escenarios de 

Consolidación Presupuestaria aplicados desde el año 1992. En tercer lugar, en 

la parte empírica del trabajo, se contrasta la efectividad de estos límites, a partir 

de la estimación de un modelo sobre los determinantes del endeudamiento de 

las Comunidades Autónomas españolas. 

 
Palabras clave: limitación del endeudamiento, coordinación entre niveles de 

gobierno, consolidación presupuestaria. 
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1.- La estabilidad presupuestaria y la necesidad de la fijación de límites al 
endeudamiento. 
 

El ingreso en la Unión Económica y Monetaria Europea ha obligado a los 

países que como España han decidido formar parte de la misma a implementar 

una rigurosa política fiscal fundamentada en el control de la deuda y el déficit 

de las administraciones públicas. Esta disciplina presupuestaria va a continuar 

en el futuro a partir del Pacto de Estabilidad y Crecimiento aprobado en 1997 

en el que se configura un escenario para las finanzas públicas cimentado en el 

equilibrio presupuestario. Para el cumplimiento de estos compromisos nuestro 

país, cuyos avances en la reducción del déficit público durante los últimos cinco 

años han sido sustanciales, ha aprobado la Ley General de Estabilidad 

Presupuestaria en la que se establece la obligación, para el conjunto de las 

Administraciones Públicas, de elaborar sus Presupuestos conforme al objetivo 

del logro del equilibrio presupuestario. 

 

La implementación de políticas de equilibrio presupuestario, además de por la 

necesidad de establecer mecanismos de control y coordinación entre los 

países que forman parte de la Unión Monetaria Europea, responde a la 

percepción, cada vez más generalizada, de los beneficios económicos 

derivados del saneamiento de las finanzas públicas. 

 

Como ha puesto de manifiesto el profesor González-Páramo (2001, p. 97-98), 

el establecimiento de normas restrictivas de política macroeconómica es el 

resultado de “una lógica elemental fundamentada en dos premisas. Primera: El 

sector público no puede mantener sus cuentas en desequilibrio permanente sin 

arriesgar la consistencia de la mezcla de políticas de demanda, la 

sostenibilidad de la deuda y la estabilidad macroeconómica. Segunda: en una 

economía abierta no es posible disfrutar de niveles crecientes de renta, 

producción y bienestar sin garantizar y mejorar la posición competitiva del país, 

que los presupuestarios no hacen sino comprometer”. 

 
Para mantener unas finanzas públicas saneadas, como instrumentos de control 

del déficit y el endeudamiento se ha apostado en la mayoría de los casos por el 
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establecimiento de límites legales al mismo. Ejemplo de estas políticas serían 

los casos ya comentados del Tratado de Maastricht para el conjunto de países 

que forman parte de la UEM, de la Ley de Estabilidad Presupuestaria para 

España o de los límites Constitucionales introducidos en Estados Unidos 1.  

 

Sin embargo, no han faltado otros autores -como Bishop, Damrau y Miller 

(1989), Lane (1992) o Bayoumi, Goldstein, y Woglom (1995)- que han 

rechazado la necesidad de introducir limitaciones de carácter legal a la 

actividad financiera de las administraciones públicas, apoyándose en la 

“hipótesis de la disciplina de los mercados” según la cual los mercados 

financieros establecen un límite al endeudamiento de los gobiernos mediante el 

aumento de los costes financieros y, en el límite, mediante el racionamiento del 

crédito,  para aquellos estados más endeudados. 

 

Lo cierto es que desde la publicación de Brennan y Buchanan de los 

fundamentos de una constitución fiscal, en 1980, se ha abierto camino el 

establecimiento de limitaciones de orden legal a la actividad financiera del 

Estado. 

 

La aplicación de restricciones al endeudamiento y de medidas de coordinación 

de la política fiscal es especialmente necesaria en los países que, como 

España, tienen un sector público descentralizado. 

 

Como es sobradamente conocido, la teoría clásica de la descentralización 

fiscal considera tres tipos de tareas a cumplir por parte del sector público: una 

función estabilizadora que trate de acercar a la economía a su nivel de pleno 

empleo con una inflación reducida, una función redistributiva de la renta y 

riqueza nacionales, y una función asignativa centrada en la producción y 

asignación eficiente de los bienes públicos.. De todas estas funciones la 

estabilizadora y la redistributiva se deben encomendar al nivel central de la 

hacienda pública y en la función asignativa encuentra su justificación la 

existencia de los niveles subcentrales de gobierno ya que a ellos se 

encomienda la producción de bienes públicos de carácter local. 
                                                           
1 Para un análisis de los mismos, ver Bayoumi y Eichengreen (1995) 
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Con esta distribución de funciones entre los distintos niveles de gobierno, las 

Comunidades Autónomas solamente deben recurrir al endeudamiento para 

resolver un problema de equidad intergeneracional en la producción de bienes 

y servicios. Así lo explicita Musgrave: “El presupuesto de la rama de servicios 

no debe estar siempre equilibrado en el sentido de que los gastos estén 

nivelados por ingresos procedentes de impuestos. Este será el caso si la 

satisfacción de las necesidades públicas tiene la naturaleza de consumo 

corriente, pero no si se hacen gastos de capital. En el caso de gastos de capital 

la liberación de recursos de uso privado y su transferencia a la satisfacción de 

necesidades públicas puede ser llevada a cabo adecuadamente mediante un 

mecanismo de endeudamiento-compra, en vez de por un mecanismo de 

impuesto-compra“2. Monasterio y Pandiello han explicado esta justificación del 

recurso al endeudamiento: “Cuando una parte de los beneficios de un proyecto 

va a materializarse en el futuro, la financiación equitativa del mismo exige que 

los futuros beneficiarios soporten una parte del coste de la obra. Esto puede 

conseguirse financiando el proyecto mediante la emisión de deuda como modo 

que se hagan coincidir costes y beneficios en el tiempo“3. 

 

Así pues, en la concepción de la teoría clásica del federalismo fiscal, el uso de 

la deuda por parte de los niveles subcentrales de gobierno queda limitado a la 

financiación de proyectos de inversión cuyos beneficios se van a prolongar en 

el tiempo. 

 

Sin embargo, como ha puesto de manifiesto el trabajo de Ter-Minasian (1997), 

la descentralización introduce un fuerte coste en la gestión de la política fiscal, 

que solamente puede ser compensado mediante el establecimiento de estrictas 

restricciones presupuestarias en la actividad de los niveles subcentrales de 

gobierno.  

 

De hecho, el país que ha generalizado el empleo de restricciones legales, 

Estados Unidos, lo ha hecho en los Estados miembros de la Unión. Como 

                                                           
2 Ver Musgrave (1959). 
3 Monasterio y Suárez Pandiello (1993), pp.80.  
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señala Elder (1992), la “revuelta fiscal” de finales de los 70 sirvió para que se 

empezaran a implementar limitaciones a la tributación y al gasto público. Así, 

los Estados han limitado el crecimiento del gasto en función de parámetros 

como la inflación, el crecimiento de la población o de la renta, o, simplemente, 

mediante el establecimiento de un porcentaje de crecimiento anual en el 

mismo. Hoy día, 49 de los 50 Estados tienen límites sobre el déficit o la deuda 

y varios de ellos sobre ambas variables simultáneamente; solamente el Estado 

de Vermont no tiene ningún tipo de limitación (González-Páramo (1999), p. 

397). 

 

Inman (1996) ha realizado un profundo análisis de las restricciones y sus 

efectos, concluyendo que son necesarios cuatro requisitos para su efectividad: 

 

- Tienen que establecerse a partir de un control ex post de las finanzas 

públicas. 

- Deben imponerse a un nivel Constitucional. 

- Tiene que existir un grupo de expertos independientes que revise los 

resultados de su cumplimiento. 

- Debe haber un sistema de sanciones para quien incumpla los límites. 

 

Vamos, en este trabajo, a analizar las restricciones que se han aplicado en 

nuestro país y a contrastar la efectividad de las mismas. 

 
2.- La regulación del endeudamiento de las Comunidades Autónomas en 
España. 
 

El ordenamiento español ha recogido con fidelidad, en la materia del 

endeudamiento de los niveles subcentrales de gobierno, las prescripciones de 

la teoría del federalismo fiscal, limitando de manera estricta el acceso al crédito 

de las Comunidades Autónomas. 

 

Así, la Ley Orgánica de Financiación de las Comunidades Autónomas 

(LOFCA), Ley Orgánica 8/1980, de 22 de septiembre, restringió en su artículo 
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decimocuarto 4 el recurso al endeudamiento para la financiación de 

operaciones de inversión y para la cobertura transitoria de problemas de 

tesorería. En este artículo se recoge la distinción entre deuda pública, que se 

aplica para la emisión de empréstitos documentados en títulos valores que se 

ofrecen al público, y contracción de crédito, préstamos concertados con un 

sujeto particular o entidad financiera. Al mismo tiempo, se distingue entre 

deuda a corto plazo o por necesidades de tesorería y deuda a medio y largo 

plazo para la financiación de inversiones, y entre deuda exterior e interior. Se 

establece la necesidad de una autorización por parte del Estado para realizar 

endeudamiento en divisas y emitir títulos de deuda pública, y se fija un límite 

para las cargas financieras, que no deben superar el 25% de los ingresos 

corrientes. 

 

A partir de este precepto, los requisitos que debe respetar el endeudamiento de 

las Comunidades Autónomas son los siguientes 5:  

 
- En primer lugar, su destino debe ser el de cubrir gastos de inversión. 

- En segundo lugar, cuando el endeudamiento se materialice mediante la 

emisión de deuda o la concertación de operaciones de crédito en moneda 

extranjera, será precisa la autorización del Estado para la realización de la 

operación. 

- El endeudamiento global de cada Comunidad autónoma, para preservar su 

equilibrio financiero, queda limitado, de forma que la carga del servicio de la 

deuda, es decir, el gasto anual por la amortización de deuda más el pago de 

los intereses correspondientes, no puede exceder del 25% de los ingresos 

corrientes de la Comunidad. 

- Finalmente, existe una limitación general provocada por los condicionantes de 

política económica de estabilización que obliga a que las operaciones de 

crédito de las Comunidades autónomas se coordinen entre si y con la política 

económica del Estado en el seno del consejo de Política fiscal y Financiera. 

 

Esta regulación de la LOFCA pretende conseguir un triple objetivo 6: 

                                                           
4 Ver Monasterio (2001). 
5 Monasterio y Suárez (1993), p. 90. 
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- Garantizar que la deuda a largo plazo no incumple los requisitos del principio 

de equidad intergeneracional (para ello se destina a la financiación de gastos 

de inversión). 

- Preservar el equilibrio financiero de las Comunidades, cuestión imprescindible 

dada su menor autonomía fiscal y la relativa rigidez de su sistema de 

financiación (objetivo perseguido por el límite del 25% de la carga de la deuda 

sobre los ingresos corrientes). 

- Garantizar el cumplimiento de los objetivos de política económica general 

marcados por el gobierno central (para ello se establece el requisito de 

coordinación en el Consejo de Política Fiscal y financiera y la autorización 

preceptiva del gobierno central para la emisión de deuda y concertación de 

operaciones en moneda extranjera). 

 

A pesar de estas limitaciones, a partir del año 1988, momento en que se 

completaron la mayoría de los traspasos de las competencias de gasto a las 

distintas Comunidades, el endeudamiento de estas experimentó un crecimiento 

explosivo hasta el año 1996 7, si bien el crecimiento fue más acentuado hasta 

el año 1992 8, en que se fijaron los primeros escenarios de consolidación 

presupuestaria 9. 

 
Este crecimiento de la deuda puede ser atribuido, entre otras causas que 

analizaremos posteriormente, a dos defectos del sistema diseñado en la 

LOFCA. 

 

En primer lugar, el límite de la carga financiera está relacionado con el volumen 

de ingresos corrientes de cada Comunidad. Como en este periodo estábamos 

en plena asunción de competencias de gasto por parte de las distintas 

                                                                                                                                                                          
6 López y Vallés (2002), p. 8-10. Monasterio y Suárez (1996). 
7 Álvarez y Aparicio (1999). La deuda conjunta de las CC.AA. era de 508 mil millones de 
pesetas en 1988 y pasó a 5,1 billones de pesetas en 1996, según los datos del Banco de 
España. 
8 Según los datos del Banco de España, en ese ejercicio la deuda conjunta de las CC.AA. era 
de 2,3 billones de pesetas. 
9 Que moderaron el crecimiento de la deuda pero no evitaron que esta más que se duplicara en 
cuatro años. 
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Comunidades, éstas aumentaban también sus ingresos corrientes y podían 

incurrir correlativamente en nuevos endeudamientos. 

 

En segundo lugar, no se estableció ningún sistema de sanciones para las 

Comunidades que no respetasen lo establecido en el Artículo 14 de la LOFCA, 

lo que provocó que muchas Comunidades los incumplieran. Monasterio y 

Suárez (1993, p. 10), analizando el periodo 1986-1990, concluyeron que 

solamente tres Comunidades, Asturias, Cantabria y Galicia, cumplieron el 

requisito del destino de la deuda, habiendo empleado las demás Comunidades 

deuda a largo plazo para financiar gastos corrientes. En lo que respecta al 

límite de la carga financiera respecto a los recursos corrientes, este fue 

superado en este periodo por Cantabria y Murcia. 

 

La existencia de estas desviaciones, unida a la firma del Tratado de Maastricht 

en diciembre de 1991, obligó a que el consejo de Política Fiscal y Financiera 

asumiera las competencias que le atribuye el Artículo 14 de la LOFCA a partir 

del año 1992. El cumplimiento de los objetivos establecidos en el Artículo 104.c 

del Tratado de la Unión Europea relativos a la sostenibilidad de las finanzas 

públicas (que el déficit público anual, medido en términos de necesidad de 

financiación no exceda del 3% del PIB y que la deuda pública viva no 

sobrepase el umbral del 60% del PIB) obligaron a definir un marco de 

consolidación presupuestaria que permitiera su cumplimiento. 

 

El Programa de Convergencia para el periodo 1992-1996 aprobado en marzo 

de 1992 10 recogió de forma explícita los objetivos de déficit y deuda para los 

distintos niveles de administraciones públicas 11. Para hacer posible su 

cumplimiento se estableció una acción coordinada del conjunto de dichas 

                                                           
10 Así como su actualización de julio de 1994, al hacer imposible la crisis de 1993 el 
cumplimiento de sus objetivos, y el Programa de Convergencia para el periodo de 1997-2000 y 
los posteriores Programas de Estabilidad que dan cumplimiento al Pacto de Estabilidad y 
Crecimiento adoptado en la Reunión del Consejo Ecofín de Dublín de diciembre de 1997 y en 
el Consejo Europeo de Santa María de Feira de 2000.   
11 En Álvarez y Aparicio (1999) se analizan los objetivos propuestos en los distintos Planes de 
Convergencia. 
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administraciones, en los términos recogidos en el Acuerdo del Consejo de 

Política fiscal y financiera de 20 de enero de 1992 12: 

 

“La necesidad de una mayor convergencia fiscal en el ámbito de la CEE es un 

requisito para la entrada de España en el grupo de países que participen en la 

tercera fase del proceso de Unión Económica y Monetaria. Esta convergencia 

presupuestaria exige una reducción progresiva de la necesidad de financiación, 

en términos de PIB, lo que requiere una actuación coordinada de la política 

presupuestaria de la Administración Central y de las Comunidades 

Autónomas”. 

  

Para llevar a cabo esta “actuación coordinada” se establecieron los Escenarios 

de Consolidación Presupuestaria, formados por “límites absolutos en pesetas 

para el saldo no financiero de las liquidaciones presupuestarias y la deuda 

pública de cada Comunidad Autónoma” 13. 

 

Los Escenarios de Consolidación Presupuestaria, negociados de forma 

bilateral entre el Estado y cada una de las Comunidades se establecieron 

inicialmente para el periodo 1992-1996. Sin embargo, la crisis económica de 

1993, que desfasó las previsiones macroeconómicas y presupuestarias a partir 

de 1994, hizo necesaria su revisión 14, definiéndose un nuevo escenario para el 

periodo 1993-199715. Finalmente, en el año 1998 se establece un nuevo 

escenario de consolidación para el periodo 1998-2001, que recoge por primera 

vez la posibilidad de sancionar a las Comunidades Autónomas que lo 

incumplan.  

Antes de analizar empíricamente la utilidad de los Escenarios de Consolidación 

Presupuestaria para el control de la deuda autonómica, debemos recoger las 

principales críticas que se han realizado de los mismos (López y Vallés (2002), 

p. 11-13). 

 
                                                           
12 Acuerdo en el que se estableció el sistema de financiación de las Comunidades Autónomas 
de Régimen común para el periodo 1992-1996. 
13 Monasterio (2001). 
14 Así como hizo necesario revisar el propio Programa de Convergencia y obligó a llevar a cabo 
un importante ajuste presupuestario a partir del año 1996. 
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La crítica principal es la que destaca la “perversidad” de un sistema que se 

negoció bilateralmente entre el Estado y las distintas Comunidades, 

renegociándose con las que los incumplen para “hacer coincidir a posteriori la 

deuda real con el objetivo fijado” 16. Esta revisión al alza se realiza, en términos 

de endeudamiento global, a costa de las Comunidades que han respetado los 

acuerdos, lo que constituye una merma de su credibilidad. 

 

Por otra parte, las desviaciones producidas en muchos ejercicios pueden 

deberse a la fijación de unos objetivos muy estrictos como señal clara del 

cambio de rumbo de la política presupuestaria y para posibilitar un margen de 

maniobra ante los posibles incumplimientos 17. 

 

Para resolver estos problemas, desde enero del año 2002 tenemos un nuevo 

marco, posibilitado por la entrada en vigor de la Ley General de Estabilidad 

Presupuestaria y la Ley Orgánica Complementaria a la misma, que imponen a 

todas las administraciones el logro del equilibrio o superávit presupuestario. 

 
3.- El modelo econométrico y los resultados de las estimaciones. 
 
A) Variables del modelo e hipótesis plateadas. 
 

Para contrastar la utilidad de los Escenarios de Consolidación presupuestaria 

para el control del endeudamiento de las Comunidades Autónomas, hemos 

planteado un sencillo modelo con el que se estima la incidencia de distintas 

variables tanto económicas como políticas en el mismo. 

 

El modelo a estimar es el siguiente: 

 

D = D (GT, RFC, GOB, COAL, CIC, ESC). 

Donde: 

 

                                                                                                                                                                          
15 Que, a pesar del periodo que comprende, no sería fijado hasta el año 1995. 
16 López y Vallés (2002), p. 11. 
17 López y Vallés (2002), p. 13. 
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- D es una medida de la deuda autonómica. En concreto, de los distintos 

indicadores alternativos existentes, hemos utilizado en este trabajo la deuda 

viva por habitante al final del ejercicio. 

 

Como variables económicas con incidencia en el endeudamiento hemos partido 

de dos de las hipótesis más utilizadas 18. Por una parte, hemos considerado el 

recurso al endeudamiento como mecanismo de generación de ilusión fiscal por 

parte de los gobiernos subcentrales (Marlow (1988), Grossman (1989 a y b) 

Suárez (1996)). Así, las CC.AA se endeudarían para no tener que solicitar 

recursos a sus ciudadanos para financiar su gasto público. Por otra parte, 

hemos considerado que las Comunidades Autónomas podrían haber recurrido 

al endeudamiento ante una situación de insuficiencia de recursos para financiar 

el gasto necesario para hacer frente a las competencias recibidas (Suárez 

(1996)). 

 

En consonancia con dichas hipótesis se han definido las variables:  

 

- GT que recoge el gasto total por habitante realizado en el ejercicio por cada 

Comunidad Autónoma. Su signo esperado es positivo, de acuerdo con la 

hipótesis que sugiere el empleo de la deuda pública como mecanismo de 

generación de ilusión fiscal en la financiación del gasto. 

 

- RFC recoge los recursos de financiación condicionada por habitante recibidos 

por  cada una de las Comunidades Autónomas para financiar proyectos de 

inversión. Su signo esperado es negativo; en la medida en que las distintas 

Comunidades reciban fondos suficientes por parte de la administración central 

para financiar sus gastos de inversión necesitarán recurrir menos al 

endeudamiento. 

 

                                                           
18 No es un objetivo de este trabajo el analizar las distintas causas del endeudamiento de las 
Comunidades Autónomas, que pueden encontrarse en la profusa revisión de la literatura 
realizada por López y Vallés (2002).  
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Por otra parte, GOB (gobierno), COAL (coalición) y CIC (ciclo) son tres 

variables ficticias con las que se pretende contrastar la influencia de los 

factores de tipo político en el endeudamiento: 

 

- GOB es una variable “dummy” que toma el valor 1 si la Comunidad Autónoma 

está gobernada por un partido o coalición de izquierdas, y el valor 0 en el caso 

de que esté gobernada por un partido o coalición de derechas. Su signo 

esperado es positivo, ya que se presume que los partidos de izquierdas son 

más partidarios de la intervención pública y esto se traducirá en mayores 

niveles de endeudamiento en las Comunidades Autónomas en que gobiernen. 

 

- COAL es una variable “dummy” que toma el valor 1 si la Comunidad 

Autónoma está gobernada por un partido que tiene mayoría absoluta en el 

Parlamento y 0 si no dispone de la misma y tiene que recurrir a otros partidos 

minoritarios para poder gobernar. Su signo esperado es positivo, en 

consonancia con la hipótesis de que las concesiones que es necesario hacer a 

las minorías para conseguir su apoyo al gobierno se traducirán en un 

incremento del gasto público y, por lo tanto, del endeudamiento. 

 

- CIC es una variable “dummy” que recoge la influencia del ciclo electoral. 

Toma el valor 1 en el año en que se celebran las elecciones y el 

inmediatamente anterior, y 0 en el resto de los años. Su signo esperado es 

positivo, de acuerdo con la hipótesis de que los gobiernos son proclives a 

aumentar el gasto y reducir (o al menos no aumentar) los impuestos cuando se 

aproximan las elecciones con el fin  de ganar votos. 

 

Por último, ESC (escenario), es una variable “dummy” que recoge la influencia 

de los escenarios de consolidación presupuestaria (toma el valor 0 para los 

ejercicios en que estaban vigentes los escenarios y 1 para el resto de los 

años). Evidentemente, su signo esperado es negativo, si los escenarios de 

consolidación han resultado efectivos tienen que haberse traducido en un 

menor endeudamiento. 
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Finalmente, hemos querido controlar la posible influencia de la existencia de 

dos regímenes de financiación diferentes. El régimen foral de Navarra y el País 

Vasco, que supone que ambas Comunidades disfruten de un sistema fiscal 

propio, realizando una aportación al Estado en compensación por los gastos 

realizados por el mismo en ambos territorios; y el régimen común  que afecta a 

las otras 15 Comunidades, que supone un sistema de financiación mixto a 

partir de recursos propios y transferencias recibidas del Estado. Así hemos 

considerado inicialmente a las Comunidades de régimen común, introduciendo 

posteriormente a las Comunidades forales para constatar si el mayor margen 

de autonomía de éstas en la obtención de ingresos implicaba un 

comportamiento distinto en relación con el endeudamiento. 

 

B) Resultado de las estimaciones. 
 

En este trabajo se ha estimado un panel de efectos aleatorios para las 17 

Comunidades Autónomas en el periodo 1986-1999, para el que se disponen de 

datos completos sobre las variables financieras proporcionados por los 

Informes de la Dirección General de Coordinación con las Haciendas 

Territoriales. 

 

Los resultados de las estimaciones aparecen recogidos en el Cuadro 3. 

 
Cuadro 3. 

Resultados de las estimaciones. 

 Modelo 1 
CC. AA. Régimen Común 

Modelo 2 
Todas las CC.AA. 

Variable Coeficiente Valor 
estadístico t 

Coeficiente Valor 
estadístico t 

Constante 
GT 
RFC 
GOB  
COAL 
CIC 
ESC 

-2.99623 
1.511519 
-0.25218 
-0.02769 
0.007167 
-0.00709 
-1.2177 

-3.09 
8.63 
-2.72 
-0.30* 

0.09* 

-0.09* 

-7.76 

-1.82007 
1.304416 
-0.2123 

-0.01476 
-0.02995 
-0.01017 
-1.29258 

-2.00 
8.12 
-2.43 
-0.16* 

-0.36* 

-0.13* 

-8.85 
R2 0.6553 0.6474 
* Variables no significativas. 
 



 14

C) Análisis de los resultados. 
Los resultados de las estimaciones muestran, en la línea de otros trabajos 

efectuados sobre esta materia 19, como la explicación del endeudamiento de 

las Comunidades Autónomas recae principalmente en las variables de tipo 

económico y en una variable institucional, las limitaciones introducidas por los 

escenarios de consolidación presupuestaria. 

 

En primer lugar, resaltar que no se han encontrado diferencias significativas 

cuando se trabaja solamente con las Comunidades de régimen común y 

cuando se considera conjuntamente a las 17 Comunidades Autónomas. Este 

resultado, en nuestra opinión, muestra una escasa repercusión de la existencia 

de dos sistemas totalmente diferentes de financiación sobre la conducta de los 

gobiernos autonómicos en materia de gasto público y endeudamiento. 

Adicionalmente nos hace concluir la necesidad de establecer mecanismos de 

coordinación del gasto entre el Estado y todas las Comunidades Autónomas; 

es decir, que la autonomía en materia tributaria de que disfrutan las 

Comunidades de régimen foral no debe conllevar una autonomía en el diseño 

de sus políticas de gasto público y endeudamiento superior al que tienen las 

Comunidades de régimen común. 

  

Las variables de carácter económico, Gasto Total y Recursos de Financiación 

Condicionada, presentan una alta significatividad y tienen los signos 

esperados, en consonancia con las hipótesis de que las comunidades se 

endeudan principalmente por la resistencia de sus gobiernos a demandar 

directamente recursos a sus ciudadanos para financiar su gasto público 

(generación de ilusión fiscal), de acuerdo con el problema de ausencia de 

corresponsabilidad fiscal  en el sistema de financiación autonómica tantas 

veces denunciado, y por una insuficiencia de recursos fruto del proceso de 

transferencia de competencias de gasto. 

 

Por otra parte, el conjunto de variables que recogen la influencia de los factores 

políticos e ideológicos no han resultado significativas, en la misma dirección 

                                                           
19 Monasterio y Suárez (1993,1996), López y Vallés (2002).  



 15

que otros trabajos como el de Suárez (1996) y López y Vallés (2002), para 

España o el Seitz (2000) para Alemania.  

 

Por último, el factor que queríamos contrastar, la incidencia de los Escenarios 

de Consolidación Presupuestaria, la variable ESC presenta el signo esperado, 

un alto coeficiente y un importante grado de significatividad. Podemos, por 

tanto, decir, que a pesar de los defectos en el diseño de los mismos, los 

Escenarios de Consolidación han jugado un importante papel en el control del 

endeudamiento autonómico, confirmando la conveniencia de las políticas de 

coordinación y de la introducción de limitaciones legales como las que 

establece la Ley de Estabilidad Presupuestaria. 
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